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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 12  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-8430-2021
CARATULADO : NAVARRO/FISCO DE CHILE/CONSEJO DE 
DEFENSA DEL ESTADO

Santiago,  veintiocho de Febrero de dos mil veintitr sé

VISTOS

Que,  con  fecha  20  de  octubre  de  2021, comparece  don  RUB N  ELEAZARÉ  

NAVARRO VILLANUEVA, jubilado, c dula de identidad 5.667.833-6, debidamenteé  

representado por el abogado GUILLERMO HERN N LARA LEAL, quien interponeÁ  

demanda de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractual en contraó  

del FISCO DE CHILE, representado por el Presidente del CONSEJO DE DEFENSA 

DEL ESTADO, don Juan Antonio Peribonio Poduje, abogado, ambos con domicilio hoy 

en calle Agustinas N  1687, Piso 1 (hoy calle Agustinas N  1225, 4to. Piso), comuna deº °  

Santiago.

Refiere que en el contexto del r gimen de facto que gobern  Chile entre septiembre deé ó  

1973  y  marzo  de  1990,  bajo  cuyo  imperio  se  habr a  implementado  una  pol ticaí í  

sistem tica de detenci n, tortura y desaparici n de ciudadanos opositores. á ó ó Indica que a la 

fecha de su detenci n militaba en el MIR y, ó fue detenido por agentes de la DINA, en un 

punto de recuperaci n de contacto el 9 de diciembre 1975, dice que lo subieron a unó  

veh culo, donde le vendaron los ojos, para llevarlo a VILLA GRIMALDI, lugar dondeí  

fue torturado (golpes, simulacros de fusilamiento, aplicaci n de electricidad en distintasó  

partes  de  su  cuerpo),  para  luego  llevarlo  a  un  galp n  con  otros  detenidos.  Al  d aó í  

siguiente en Villa Grimaldi, entendi  que esta ser a la rutina, ser an sacados, vueltos aó í í  

interrogar  o  llevados  a  alg n  punto  de  contacto  al  exterior  del  recinto  en  que  seú  

encontraban, lugares o casas de seguridad personal o en busca de armamentos; con los 

consiguientes tratos violentos, torturas, amenazas en contra de la familia o compa erosñ  

de empleo en la vida normal y civil. Tambi n dice que lo llevaron (en dos ocasiones) aé  

puntos de contactos a buscar personas.

Contin a su relato, se alando que a la semana lo llevaron a Cuatro lamos, que era unú ñ Á  

centro de incomunicaci n y luego pas  a Tres lamos, libre pl tica. Indica que Hab aó ó Á á í  

rutinas  t picas  de  instituciones  uniformadas,  de  f rreas  disciplinas  para  controlar  yí é  

someter, a los prisioneros pol ticos.í
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Se ala que se sent a reprimido, que llegaba a perder el conocimiento, que entonces, fueñ í  

trasladado al hospital de la FACH donde le diagnosticaron epilepsia y lo devolvieron a 

Tres  lamos.  Nuevamente  lo  llevaron  al  Hospital  donde  estuvo  hospitalizado  yÁ  

autorizada una visita  semanal  de 30 minutos  de su mujer  nicamente.  Dice  que loú  

devolvieron a Tres lamos, el 11 de septiembre de 1976, hasta que cerraron el campo .Á “ ”  

Ya en libertad,  la  vida  fue  complicada,  con dificultades  de  empleos,  la  persecuci nó  

continuaba,  ya  no  exist an  los  espacios  culturales  o  pol ticos,  finalmente  se  hizoí í  

insostenible la vida en el pa s y, sali  al exilio a Suecia. Lleg  junto a su familia ení ó ó  

agosto  de  1977,  buscando  la  seguridad,  la  salud,  la  dignidad,  la  solidaridad  y  la 

integraci n  al  pueblo sueco.ó  En relaci n a su salud,  se ala  que despu s de  muchasó ñ é  

pruebas  y  de  haber  estado  ingresado  en  dos  hospitales  en  ciudades  diferentes  de 

Nyk ping y Eskilstuna y tomando la medicina para la epilepsia durante dos a os, losö ñ  

m dicos  concluyeron  que  nunca  tuvo  epilepsia  y  nunca  tendr .  Deb a  superar  lasé á í  

vivencias traum ticas, sin embargo, con el paso del tiempo se dio cuenta, que solo leá  

quedaba vivir con sus problemas. 

Afirma  que  ha  sufrido  un  severo  da o  de  ndole  extrapatrimonial,  el  cual  se  hañ í  

manifestado  durante  toda  su  vida,  desde  que  tuvieron  lugar  los  acontecimientos  ya 

rese ados.ñ

Enseguida  se  refiere  a  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura  y  suó ó í  

condici n de v ctima. Al respecto se ala que despu s de 30 a os de ocurridos los hechos,ó í ñ é ñ  

el  Estado  de  Chile  asume  que  se  vulneraron  los  derechos  humanos  de  miles  de 

ciudadanos y determina la condici n de v ctima de prisi n pol tica y tortura a trav s deó í ó í é  

un  riguroso  proceso  de  an lisis  que  comprendi  la  validaci n  de  la  informaci n“ á ó ó ó  

proporcionada por los declarantes por medio de investigaci n documental, antecedentesó  

provenientes  de  organismos  p blicos,  referencias  de  organismos  de  DD.HH.,  deú  

organizaciones de v ctimas, informaci n de testigos calificados e investigaciones en basesí ó  

de  datos  disponibles.  El  proceso  para  determinar  la  calidad  de  v ctima” í  de  Prisi nó  

Pol tica y Tortura, tuvo plazos fatales por lo que un n mero importante de victimas queí ú  

por distintos motivos, no alcanzaron a presentar su solicitud pese al esfuerzo desplegado 

por la comisi n para comunicar el proceso en el exterior, dice el Informe en la p ginaó á  

72 La comisi n tiene la convicci n de que no concurri  a prestar testimonio todo el“ ó ó ó  

universo de personas afectadas por violaciones a sus derechos humanos bajo la forma de 

prisi n o tortura por distintas razones . Afirma que se encuentra en esta situaci n, dadoó ” ó  

que  no  tuvo  acceso  oportuno  a  la  informaci n  y  quedo  excluido  del  proceso  deó  

calificaci n de v ctimas. ó í

Argumenta que cuando fue detenido, su familia concurri  a la de auxilio a la Vicar a deó í  

la  Solidaridad,  que  le  proporciona asesor a  jur dica  y  asistencia  social  a  l  y  susí í é  

familiares,  lo  que  est  registrado  en  los  numerosos  documentos  que  conserva  laá  

Fundaci n  Documentaci n  y  Archivo  de  la  Vicaria  de  la  Solidaridad .  Asimismoó “ ó ”  

Código: SFSSXDEEXKZ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-8430-2021
 

Foja: 1
menciona  que  su  c nyuge  interpuso  un  recurso  de  amparo  Rol  1659-75  y,  env oó í  

numerosas  cartas  dirigida  al  Ministro  del  Interior  de  la  poca  General  Cesar  Ra lé ú  

Benavides, solicitando que se dejara en libertad a su marido por razones humanitarias, 

con sus respectivas respuestas. A ade que consta en un certificado que fue detenido porñ  

Decreto Exento de Arresto N  1785 de fecha 9 de Diciembre de 1975, emitido por la°  

Secretaria Ejecutiva Nacional de Detenidos (SENDET) firmado por el Coronel Jorge 

Espinoza Ulloa.  Finalmente consta un certificado de la Fundaci n Documentaci n yó ó  

Archivo de la Vicaria de la Solidaridad, en donde se ala que consta en sus archivos queñ  

don Rub n Eleazar Navarro Villanueva fue detenido y torturado en el cuartel Villaé “  

Grimaldi  trasladado al campamento de detenidos de 4 lamos y luego al hospital de la” Á  

FACH en 2 oportunidades por presentar convulsiones por efecto de las torturas, y dejado 

en libertad el 11 de Septiembre de 1976.

Afirma que el  Estado de Chile,  renunci  a la prescripci n  al  dictar  la Ley 20.405ó ó  

art culo 3 transitorio publicada el 10 de Diciembre del 2009 y, la Ley 20.874 publicadaí  

el 29 de Octubre del 2015 que Otorga un aporte nico, de car cter reparatorio, a las“ ú á  

v ctimas de Prisi n Pol tica y Tortura, reconocidas por el Estado de Chile , el art culo 1í ó í ” í  

se ala expresamente que se trata de una reparaci n parcial y termina el Estado de Chileñ ó  

reconoci ndose como deudor de las v ctimas en el inciso tercero Con todo, el aporteé í “  

que se refiere este art culo ser  imputable al  monto que en su caso, se otorgue porí á  

concepto  de  reparaci n  pecuniaria  a  cada  v ctima  de  prisi n  pol tica  y  tortura .ó í ó í ”  

Asimismo, destaca que la renuncia m s expresa que efect a el Estado de Chile, a aplicará ú  

la instituci n de la prescripci n, es el  fallo de la Corte Interamericana de Derechosó ó  

Humanos  en  el  caso  Ordenes  Guerra  y  Otros  vs  Chile ,  en  efecto,  v ctimas  de“ ” í  

atropellos a los D.D.H.H. a los cuales se le aplic  las reglas de la prescripci n civiló ó  

ocurrieron a la Comisi n Interamericana de D.D.H.H. por la violaci n de los art culosó ó í  

8.1 y 25. 1 de la Carta Americana de Derechos Humanos (Pacto de San Jos ) relativo aé  

los derechos de las v ctimas a contar con una garant a judicial y protecci n judicial. Ení í ó  

este proceso, el Estado de Chile se allan  a las conclusiones de la Comisi n que se alaó ó ñ  

que las alegaciones del  Fisco, en los procesos judiciales internos, de aplicaci n de laó  

prescripci n civil y la reparaci n en pensiones como excepci n de pago, constituyen unaó ó ó  

vulneraci n del pacto de San Jos  a la garant a y protecci n judicial. Se ala el fallo de laó é í ó ñ  

Corte Interamericana en el n mero 92  En efecto, el Estado comparte el criterio de queú “  

las reclamaciones de reparaci n por violaciones fragrantes de los derechos humanos noó  

se encuentran sujetas a prescripci n y que no puede excusarse en el  mero pase deló  

tiempo (fundamento de la prescripci n) para no dar cumplimiento a sus obligacionesó  

internacionales de investigar, sancionar y reparar las graves violaciones a los derechos 

humanos  ocurridas  durante  el  per odo  1973-1990,  lo  que  incluye  su  aristaí  

indemnizatoria.  El fallo se ala en el n mero 93. El Estado afirm  que lo anterior no” ñ ú “ ó  

obedece a un criterio aislado o a una decisi n fortuita, sino que actualmente se estó á 
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frente a una posici n robusta y consolidada que entiende que sobre el Estado pesanó  

obligaciones internacionales y donde lo que debe primar es la obligaci n de reparar.ó ”

Argumenta que, conforme al derecho internacional y a la Constituci n Pol tica de laó í  

Rep blica  y  Ley  N  18.575  Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  laú º á  

Administraci n del Estado,  fue v ctima de un crimen de lesa humanidad, lo que ser aó í í  

fundamental a la hora de resolver en cuanto a la responsabilidad de reparaci n que leó  

cabe al Estado de Chile en este caso.  

Cita jurisprudencia en la que se ha considerado un estatuto de normas que privilegian y 

desarrollan  los  principios  de  la  primac a  constitucional  y  de  juridicidad,  debiendoí  

ponderarse el estatuto de la responsabilidad extracontractual del Estado en el mbito deá  

los derechos humanos a la luz de las normas de car cter p blico e internacionales, y noá ú  

bajo las  normas del  derecho privado, torn ndose as  en imprescriptibles las  accionesá í  

patrimoniales derivadas de las violaciones a los derechos humanos.

Termina solicitando que se condene al demandado al pago de $300.000.000, o la suma 

que el  tribunal determine, a t tulo de indemnizaci n por da o moral,  m s reajustes,í ó ñ á  

intereses desde la notificaci n de esta demanda y hasta el pago efectivo y costas.  ó

Que, con fecha 23 de diciembre de 2021, se practic  la notificaci n de la demanda yó ó  

su prove do. í

Que, con  fecha  13  de  enero  de  2022, el demandado contest  el libelo pretensor,ó  

solicitado el rechazo de ste en todas sus partes.é

En primer lugar, sostiene que la voluntaria marginaci n del actor del proceso de justiciaó  

transicional que Chile adopt  para identificar a las personas que sufrieron privaci n deó ó  

libertad  y  torturas  por  razones  pol ticas,  por  actos  de  agentes  del  Estado,  implicaí  

igualmente que se ha marginado de los derechos y consecuencias jur dicas que tiene laí  

inclusi n en la n mina de la as  llamada Comisi n Valech. Asegurando que una de lasó ó í ó  

consecuencias jur dicas relevantes para este litigio en particular es que, a diferencia deí  

aquellos  casos  en  que  los  demandantes  figuran  en el  listado  de  v ctimas  de  prisi ní ó  

pol tica y tortura, en este caso el Estado no ha reconocido como ciertos los hechos nií  

dem s antecedentes que sirven de base al  relato del demandante, controvirtiendo losá  

hechos en que el demandante funda su acci n. ó

Enseguida,  asegura  que  resultan  improcedentes  las  indemnizaciones  dinerarias 

demandadas por limitaci n de la justicia transicional, explicando los esfuerzos realizadosó  

por el Estado a trav s de las leyes reparatorias y detallar el proceso de la Comisi né ó  

Nacional  sobre Prisi n Pol tica y Tortura.  Concluyendo que nuestro pa s ha llevadoó í í  

adelante una pol tica de reparaci n que se inserta dentro de las medidas propias de laí ó  

justicia transicional. Una de estas medidas es la convocatoria a la Comisi n Valech Ió  

-tanto  en su  per odo original  como en su  etapa de  reconsideraci n-  y  la  Comisi ní ó ó  

Valech II, las que tuvieron como objeto el determinar de acuerdo a los antecedentes que 

se presentaren, qui nes fueron las personas que sufrieron privaci n deé ó  libertad y torturas 
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por razones pol ticas, por actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, en elí  

per odo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 y queí  

m s de una d cada de haber culminado el plazo para hacerse parte de esta pol tica deá é í  

reparaci n,  el  demandante intenta invocar las  disposiciones del  derecho com n paraó ú  

obtener  una  indemnizaci n  que  debi  haber  reclamado  en  su  oportunidad,  en  eló ó  

contexto de medidas adoptadas al amparo de la justicia transicional. 

En  segundo  lugar,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  la  acci n  civil  deó ó ó  

indemnizaci n de perjuicios deducida, conforme a lo previsto en los art culos 2332 yó í  

2497 del C digo Civil, debiendo a su juicio rechazarse la demanda en todas sus partes.ó

Indica que tomando en consideraci n la poca de los hechos descritos por el actor, yó é  

aun entendiendo suspendida la prescripci n durante todo el  per odo de la dictaduraó í  

militar, por la imposibilidad de las v ctimas o sus familiares de ejercer las acciones legalesí  

correspondientes ante los Tribunales de Justicia, a la fecha de notificaci n de la demandaó  

de  autos,  23  de  diciembre  de  2021,  habr a  transcurrido  en  exceso  el  plazo  deí  

prescripci n extintiva que establece el art culo 2332 del C digo Civil.ó í ó

En subsidio de lo anterior, para el evento de estimarse no aplicable la norma citada, 

opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  cinco  a os  contemplada  para  lasó ó ñ  

acciones y derechos del art culo 2515 en relaci n con el art culo 2514, ambos del C digoí ó í ó  

Civil, por cuanto desde la fecha en que pudo ser exigible el derecho a indemnizaci n yó  

la  fecha  de notificaci n  de la  demanda,  tambi n habr a transcurrido el  plazo antesó é í  

mencionado. 

Arguye que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera que sea el origen o naturaleza deó  

los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir un rolá á  

punitivo para el obligado al pago, siendo su contenido netamente patrimonial, de lo cual 

derivar a  que  la  acci n  destinada  a  exigirla,  como toda  acci n  de  esta  ndole,  estí ó ó í é 

expuesta a extinguirse por prescripci n, ya que a su respecto se aplican las normas deló  

C digo Civil, lo que no ser a contrario a la naturaleza especial de la responsabilidad queó í  

se persigue, por pertenecer al mbito patrimonial.á

Alega  que  no  existiendo  norma expresa  de  Derecho  Internacional  de  los  Derechos 

Humanos  debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  interno  queí  

disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatal de indemnizar, y no pudiendoó  

tampoco  aplicarse  por  analog a  la  imprescriptibilidad  penal  en  materia  civil,  ser aí í  

menester entonces aplicar las normas de los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil, losí ó  

que establecen las reglas sobre la prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del 

Estado. 

Cita tambi n profusa jurisprudencia que har a suya las argumentaciones enunciadas aé í  

prop sito de la excepci n de prescripci n.  ó ó ó

En tercer lugar, y en subsidio de las defensas anteriores, manifiesta que la indemnizaci nó  

del da o puramente moral no se determina cuantificando, en t rminos econ micos, elñ é ó  

valor  de  la  p rdida  o  lesi n  experimentada,  sino  solo  otorgando  a  la  v ctima  unaé ó í  
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satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo o hacerlo m só ñ á  

soportable mediante una cantidad de dinero u otro medio, sin que esto devengue en una 

fuente  de  lucro  o  ganancia,  estimando  que  la  cifra  pretendida  por  el  actor  es 

absolutamente  excesiva,  teniendo  presente  las  acciones  y  medidas  de  reparaci nó  

adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montos promedios fijados por los 

Tribunales  de  Justicia.  Adem s,  sostiene  que  cualquier  indemnizaci n  que  pudieraá ó  

concederse en virtud de la sentencia que dirima esta controversia, debiera considerar los 

montos ya recibidos por el  actor por parte del  Estado, pues,  de lo contrario,  aquel 

recibir a un doble pago. í

Por ltimo, asevera que los reajustes e intereses que solicita la parte demandante noú  

proceden trat ndose de una obligaci n dineraria que solo podr a establecerse con motivoá ó í  

de la sentencia que resuelva la presente litis.

Que,  con  fecha  24  de  enero  de  2022, la parte demandante evacu  el tr mite deó á  

r plica.é

Adem s de reiterar los argumentos vertidos en la demanda, afirma que la Comisi ná “ ó ” 

reconoce sus limitaciones, dado que en el Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi nó ó  

Pol tica y Tortura, en la p gina 72 en el apartado de casos calificados se se ala Esí á ñ “  

necesario consignar que se realizaron numerosos esfuerzos para establecer previamente la 

dimensi n del universo que la comisi n deber a abordar en su trabajo, de acuerdo con eló ó í  

mandato.  Sin  embargo,  esto  no  fue  posible,  dado  que  los  organismos  de  derechos 

humanos, cuyos archivos eran fundamentales para esta tarea, no contaban con registros 

para los casos de 1973, per odo previo al funcionamiento de la mayor a de ellos  y, queí í ”  

la  Comisi n  tiene  la  convicci n  de  que  no  concurri  a  prestar  testimonio todo el“ ó ó ó  

universo de personas afectadas por violaciones a sus derechos humanos bajo la forma de 

prisi n o torturas por distintas razones . Asimismo, destaca que son numerosos los casosó ”  

de victimas que no presentaron sus testimonios porque implicaba recordar hechos muy 

dolorosos o bien ten an aprehensiones sobre la confidencialidad, por lo que es el informeí  

que  desmiente  la  pretensi n  de  universalidad  de  los  casos  y  la  afirmaci n  que  lasó ó  

victimas que no concurrieron a prestar su testimonio porque estas ten an la voluntad deí  

renunciar a su derecho de solicitar justicia y reparaci n. ó

Reitera que pretende una indemnizaci n  por el da o causado por la tortura y prisi nó ñ ó  

pol tica, provocado por agentes que actuaron a nombre del Estado y cuyas consecuenciasí  

perduran hasta el d a de hoy. Por lo que estima que es procedente la indemnizaci n deí ó  

perjuicios, aun cuando no se haya reclamado en el contexto de las medidas adoptadas al 

amparo de la justicia transicional, lo que adem s de ser un derecho de la v ctima, es unaá í  

obligaci n del Estado; tomar todas las medidas, legislativas o de otro car cter, necesariasó á  

para hacer efectivos estos derechos (Pacto de San Jos , art. 2 y 8). En esta misma l nea,é í  

la Ilma. Corte Suprema, ha establecido firmemente, al contrario de la tesis sustentada 

por  el  Estado,  que  la  indemnizaci n  solicitada  por  las  v ctimas  de  atentados  a  losó í  
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derechos humanos son independientes de las reparaciones administrativas ofrecidas por el 

Fisco.

En segundo lugar, destaca que la Excma. Corte Suprema ha sido enf tica en se alar, ená ñ  

m ltiples ocasiones que, trat ndose de un delito de lesa humanidad cuya acci n penalú á ó  

persecutoria  es  imprescriptible,  no  resulta  coherente  entender  que  la  acci n  civiló  

indemnizatoria  est  sujeta a las normas sobre prescripci n contenidas en la ley civilé ó  

interna,  ya  que  ello  contrar a  la  voluntad  expresa  manifestada  por  la  normativaí  

internacional sobre Derechos Humanos, ello en atenci n a que el hecho cuya reparaci nó ó  

se  demanda es  un  delito  de  lesa  humanidad,  citando al  efecto  jurisprudencia  y  en 

particular la sentencia de la Corte Suprema rol 11767- 2017 en la cual se rechaza de 

plano y por unanimidad el Recurso de Casaci n en el fondo intentado por el Fisco, poró  

adolecer  de  manifiesta  falta  de  fundamento,  sosteniendo  que  cualquier  pretendida“  

diferenciaci n en orden a dividir ambas acciones y otorgarles un tratamiento desigualó  

resulta discriminatorio y no permite al ordenamiento jur dico guardar la coherencia yí  

unidad  indispensable  en un Estado de  derecho  democr tico.  Entonces,  pretender  elá  

empleo de disposiciones del C digo Civil en la responsabilidad derivada de cr menes deó í  

lesa  humanidad  posibles  de  cometer  con  la  activa  colaboraci n  del  Estado,  comoó  

derecho com n supletorio a todo r gimen jur dico, hoy resulta improcedente . ú é í ”

En todo caso, abunda que con la dictaci n de las leyes 19.992, 20.405 y 20.874, eló  

Estado de Chile renunci  a la prescripci n. Al efecto destaca la ltima renuncia expresaó ó ú  

del Estado de Chile a la prescripci n extintiva, con la aceptaci n de los fundamentos deó ó  

la sentencia del 29 de Noviembre de 2018 de la Corte Interamericana de los Derechos 

Humanos CIDH, en el caso Ordenes Guerra y Otros vs. Estado de Chile .“ ”

Por ltimo, afirma que el monto de la indemnizaci n estar a ajustado a la justicia todaú ó í  

vez que se trata de un da o de mayor entidad, por ltimo, sostienen que la discusi n esñ ú ó  

in til, puesto que ser  el Tribunal quien, en definitiva, fije el monto de la indemnizaci n.ú á ó  

nicamente reitera que se encuentra vigente la resoluci n 2005/35 de la Comisi n deÚ ó ó  

DD.HH.  de  la  ONU aprobada el  19 de  Abril  del  2005  denominado Principios  y“  

directrices  b sicas  sobre el  derecho de las  v ctimas  de violaciones  manifiestas  de lasá í  

normas  internacionales  de  Derechos  Humanos  y  de  violaciones  graves  del  Derecho 

Internacional  Humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones .  Estos”  

principios y directrices no entra an nuevas obligaciones jur dicas internacionales, sinoñ í  

que indican mecanismos, modalidades, procedimientos y m todos para el cumplimientoé  

de las obligaciones jur dicas existentes. En el n mero 20 del texto, que se refiere a lasí ú  

indemnizaciones, se ala que esta debe concederse en forma apropiada y proporcional añ  

la gravedad de la violaci n y a las circunstancia de cada caso, tomando en cuenta lasó  

consecuencias del acto il cito tales como: a) el da o f sico o mental ; b) la p rdida deí ñ í é  

oportunidades, en particular las de empleo, educaci n y prestaciones sociales) los da osó ñ  

materiales y la perdida de ingreso, incluido el lucro cesante; d) los perjuicios morales 
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e)los gastos  de asistencia jur dica o de expertos,  medicamentos y servicios m dicos yí é  

psicol gicos y sociales.ó

Que con fecha 2 de febrero de 2022, el demandado evacu  la duplica, reiterando losó  

argumentos ya expuestos para solicitar el rechazo de la demanda, en orden a que el 

demandante no se encuentra en el listado de personas incluidas en las comisiones Valech 

I y II y, ahondando  en las argumentaciones ya vertidas en la contestaci n.ó

Que con  fecha  23  de  febrero  de  2022  y  los  dispuesto  por  la  Iltma.  Corte  de  

Apelaciones de Santiago,  con fecha 9 de septiembre de 2022, se recibi  la causa aó  

prueba, fij ndose los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, sobre los cualesá  

sta hubo de recaer. é

Que con fecha 21 de septiembre de 2022, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

Primero: Que,  don  RUB N ELEAZAR NAVARRO VILLANUEVA,  demand  deÉ ó  

indemnizaci n de perjuicios al FISCO DE CHILE, representado por el Presidente deló  

CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO, don Juan Antonio  Peribonio  Poduje,  a 

objeto de que el ente estatal sea condenado a pagar en su favor $300.000.000, o la suma 

que el Tribunal determine, m s reajustes, intereses y costas, a t tulo de indemnizaci ná í ó  

por el da o moral que se le infiri  con ocasi n de la privaci n de libertad y torturas deñ ó ó ó  

las que fue v ctima a manos de agentes del Estado.í

Segundo:  Que, legalmente emplazado, el demandado controvierte los hechos en que el 

demandante funda su acci n, argumentando que ste voluntariamente se margin  deló é ó  

proceso de justicia transicional y en consecuencia, no fue reconocido como v ctima deí  

violaci n a los derechos humanos por la Comisi n Valech , raz n por la que el Estadoó “ ó ” ó  

de Chile, no ha reconocido como ciertos los hechos ni dem s antecedentes que sirven deá  

base al relato del demandante. Asimismo, opuso la excepci n de prescripci n extintivaó ó  

conforme a lo previsto en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil. Por ltimo, alegaí ó ú  

lo desproporcionado que resulta la suma pretendida por el actor, la improcedencia de 

que se le indemnice nuevamente a ra z de los mismos hechos y la impertinencia deí  

aplicar  intereses  y  reajustes  sobre  una  eventual  indemnizaci n  que  se  declare  en laó  

sentencia que dirima la controversia. 

Tercero:  Que, en el tr mite de la r plica la demandante busc  refutar las defensasá é ó  

opuestas por el demandado, manifestando que la Comisi n Valech, reconoci  que eló ó  

proceso de justicia transicional no alcanz  a todo el universo deó  v ctimas de prisi ní ó  

pol tica  y  tortura y que la  circunstancia  de no haberse  presentado al  proceso antesí  

mencionado no implica que no pueda por otros medios acreditar que efectivamente fue 

v ctima de tortura y prisi n pol tica por agentes que actuaron a nombre del Estado yí ó í  

cuyas consecuencias perduran hasta el d a de hoy, por lo que pretende que el Estado deí  
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Chile lo indemnice. Argumenta adem s que la prescripci n civil no opera trat ndose deá ó á  

atentados de lesa humanidad, y que es el  Tribunal quien en definitiva debe fijar el 

monto de la indemnizaci n que corresponde.ó

Cuarto:  Que, en el tr mite de la d plica el demandado reiter  su  controversia de losá ú ó  

hechos que fundan la acci n,  puesto que el  demandante no tiene la  calificaci n deó ó  

v ctima de prisi n pol tica y tortura y, profundiz  las argumentaciones ya vertidas en laí ó í ó  

contestaci n. ó

Quinto: Que, para la prueba de sus asertos, la parte demandante acompa , legalmenteñó  

y sin objeci n de contrario, los siguientes documentos: ó

1. Certificado de la Fundaci n de Documentaci n y Archivo de la Vicar a de laó ó í  

Solidaridad  donde  se  consigna  la  detenci n  de  Rub n  Eleazar  Navarroó é  

Villanueva por agentes de la Dina y llevado al recinto secreto Villa Grimaldi  y“ ”  

otros centros de detenci n. ó

A consecuencia de las torturas fue hospitalizado en dos oportunidades. 

Permaneci  detenido desde el 9 de Diciembre de 1975 hasta el 11 de Septiembreó  

de 1976.

2. Copia de Recurso de Amparo 1659-75 interpuesto el 12 de Diciembre de 1975, 

por Olfa Ang lica Flores Mena, en favor de Rub n Navarro Villanueva y seé é  

solicita se oficie al Director de la Dina. Se incluye oficio respuesta del Ministro 

del Interior reconociendo su detenci n y resoluci n del Corte no dando ha lugaró ó  

al Recurso de Protecci n.ó

3. Copia del Certificado de fecha 2 de Marzo de 1976 de la Secretar a Ejecutivaí  

Nacional de Detenidos (SENDET) en donde certifica que don Rub n Navarroé  

Villanueva se encuentra detenido por aplicaci n de las facultades del Estado deó  

Sitio, bajo el decreto exento N 1785, Firma el Coronel Jorge Espinoza Ulloa,°  

Secretario Ejecutivo.

4. Copia carta de Febrero de 1976 de Olfa Flores Mena, c nyuge del demandante,ó  

dirigida al Ministro del interior General Ra l Benavides Escobar solicitando laú  

libertad de su esposo por razones sociales y humanitarias. Copia de la respuesta 

del 17 de Marzo de 1976 negando la solicitud por razones de Seguridad Nacional

5. Copia de carta del 10 de Mayo de 1976 y su reiteraci n de Olfa Flores Mena,ó  

c nyuge  del  demandante,  dirigida  al  Ministro  del  interior  General  Ra ló ú  

Benavides  Escobar,  solicitando la libertad de su esposo por razones de salud. 

Copia de la respuesta de fecha 28 de Mayo de 1976 del Teniente Coronel Sergio 

Guarategua Pe a, Secretario ejecutivo del SENDET, informando del rechazo delñ  

gobierno a la solicitud presentada por necesidades de la Seguridad Nacional.

6. Copia  carta  de  11  de  Junio  de  1976  de  Olfa  Flores  Mena,  c nyuge  deló  

demandante, dirigida al Ministro del Interior General Ra l Benavides Escobarú  

solicitando  la  libertad  de  su  esposo  en  raz n  del  largo  tiempo  en  que  haó  
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permanecido en prisi n sin que se le formule cargo alguno. Copia de la respuestaó  

del 28 de Junio de 1976 del Secretario Ejecutivo del SENDET informando del 

rechazo de la solicitud por parte del Ministerio del Interior.

7. Informe  Psicol gico  diagn stico  elaborado  por  la  sic loga  Marcela  Oyarzoó ó ó  

Aguilar en donde se realiza una evaluaci n guiada por el Protocolo de Estambul,ó  

con resultado de presentar todos los s ntomas del Estr s Post Traum tico.í é á

8. Copia del Cap tulo VIII Consecuencias de la Prisi n Pol tica y la Tortura  delí “ ó í ”  

Informe  de  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  conocidoó ó í  

como Informe Valech.

9. Copia fallo de la Segunda Sala de la Excma. Corte Suprema emitido el 14 de 

septiembre del 2015, rol 1092-2015.

10. Copia  de  la  Sentencia  de  la  Segunda  Sala  de  la  Excma.  Corte  Suprema 

pronunciada el 26 de abril del 2017, rol 11767-2017.

11. Resoluci n N  2005/35 de la Comisi n de Derechos Humanos de las Nacionesó ° ó  

Unidas aprobada el 19 de Abril del 2005 Principios y directrices b sicas sobre el“ á  

derecho de las v ctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionalesí  

de  Derechos  Humanos  y  de  violaciones  graves  del  Derecho  Internacional 

Humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones . ”

12. Copia de la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso 

Ordenes Guerra y Otros vs. Estado de Chile de fecha 29 de Noviembre de 2018, 

en donde el  Estado de Chile  renuncia  a alegar  la  excepci n de  prescripci nó ó  

(Puntos 90, 91, 92 y 94).

Sexto: Que, la parte demandante tambi n alleg  al proceso  declaraciones Juradas que aé ó  

continuaci n se rese an sucintamente:ó ñ

 Marcela Rosa Oyarso Aguilar

Luego del relato de los hechos que afectaron al demandante, ocurridos a prop sito de suó  

detenci n y las torturas de que fue objeto como asimismo las secuelas que estas torturasó  

dejaron en el actor y, reconoce de su autor a el informe psicol gico del demandante, yí ó  

se ala que lo realiz  utilizando la metodolog a biopsicosocial y que el diagn stico deñ ó í ó  

estr s postraum tico corresponde a categor a CIE-10. Declara que el da o permanenteé á í ñ  

es congruente con los par metros entregados por el Protocolo de Estambul. á

S ptimo:é  Que, el demandado, en apoyo de sus asertos, acompa  un oficio de fecha 21ñó  

de enero de 2022, remitido por el Instituto de Previsi n Social. ó

Octavo:  Que, conforme a la etapa de discusi n don RUB N ELEAZAR NAVARROó É  

VILLANUEVA, pretende que el Estado de Chile, lo indemnice por los da os sufridosñ  

con ocasi n y a consecuencia de la detenci n y tortura ejecutada por agentes del Estadoó ó  

de Chile, en el contexto de la dictadura c vico-militar de 1973-1990. í

Que, el Sr. Navarro, no fue parte del proceso de justicia transicional, realizado por el 

Estado de Chile,  por no haberse enterado oportunamente atendido que viv a en uní  
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pueblo lejano de Estocolmo, lugar de su exilio posterior y a consecuencia de la prisi nó  

pol tica y tortura.í

Noveno: Que, conforme lo dispone el art culo 1698 del C digo Civil, corresponde alí ó  

actor acreditar que efectivamente fue v ctima de prisi n y pol tica y torturas, para loí ó í  

cual, el actor acompa  los documentos que se consignan en la motivaci n Quinta, queñó ó  

permiten a esta sentenciadora  tener por acreditado lo siguiente: 

Que, conforme consta del recurso de amparo 1659-75, deducido por do a Olfa Ang licañ é  

Flores Mena, en favor de su conyugue don Rub n Navarro Villanueva, en contra de laé  

DINA, con fecha 12 de diciembre de 1975, que en lo medular se ala que el actor fueñ  

detenido por personal de seguridad el d a martes 9 de diciembre de 1975, luego de salirí  

de su casa a las 8:00 am. Expone que su vecino, Carlos Guajardo, fue detenido al d aí  

siguiente y al ser liberado le dijo que su c nyuge se encontraba detenido en la celdaó  

contigua. Consta adem s, un certificado de la Ilma. Corte de Apelaciones de Santiagoá  

que  por oficio N 29-F-398, el Ministro del Interior de la poca inform  que don Ra l° é ó ú  

Navarro Villanueva, se encuentra detenido por aplicaci n del D. Exento N 1785 deó °  

fecha 9 de diciembre de 1975, en el campo de detenci n  Cuatro lamos, negando lugaró Á  

al amparo. 

Que la c nyuge del demandado, env o tres cartas entre febrero de 1976 a junio de 1976,ó í  

todas dirigidas al Ministro del Interior, solicitando se conceda la libertad a su c nyugeó  

don Rub n Navarro Villanueva, quien se encontraba detenido en Tres lamos. é Á

Que en las respuestas a esas cartas, el Ministerio del interior, reconoce que don Rub né  

Navarro, se encuentra detenido en Tres lamos y, que por razones de seguridad no esÁ  

posible acceder a la petici n. ó

Abunda  el  certificado  de  fecha  2  de  marzo  de  1976,  emitido  por  la  Subsecretar aí  

Ejecutiva  Nacional  de  Detenidos,  se  acredita  que  don  Rub n  Eleazar  Navarroé  

Villanueva, cedula de identidad N  5.667.883-6, se encontraba detenido por aplicaci n° ó  

de las  facultades del  Estado de Sitio,  en conformidad al  Decreto Exento de arresto 

N 1785 de fecha 9 de diciembre de 1975, del Ministerio del Interior.°

Que  finalmente  el  certificado  de  la  Vicar a  de  la  Solidaridad,  acredita  que  Rub ní é  

Eleazar Navarro Villanueva, el demandante, fue atendido por el Departamento Jur dicoí  

del Comit  de Cooperaci6n para la Paz en Chile y de la Vicar a de la Solidaridad, desdeé í  

diciembre de 1975, donde es posible constatar que el demandante fue detenido por la 

DINA el 9 de diciembre de 1975, en la v a p blica, conducido a Villaí ú

Grimaldi  donde  fue  torturado  por  sus  aprehensores.  Siete  d as  m s  tarde  (16  deí á  

diciembre), fue trasladado incomunicado al Campamento de Detenidos Cuatro lamos,Á  

donde permaneci6 hasta el 21 de enero de 1976, pasando a libre pl tica al Campamentoá  

de Detenidos Tres lamos. Donde habr a comenzado a sentir los efectos de las torturasÁ í  

y seg n da cuenta el certificado en an lisis, fue internado en el Hospital FACH en 2ú á  

oportunidades. 
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D cimoé : Que, esta Jueza no comparte la opini n de la defensa fiscal, que argumentaó  

que debiera rechazarse la demanda toda vez que el actor no se present  al proceso deó  

justicia transicional, iniciado por Chile lo que trajo como consecuencia que el Estado de 

Chile  no  lo  ha  reconocido  como  v ctima  de  violaci n  de  derechos  humanos.  Talí ó  

apreciaci n, implicar a, que todas aquellas personas, que efectivamente fueron v ctimasó í í  

de la dictadura, solo por el hecho de no haber accedido, por las razones que fuera, al 

proceso de la justicia transicional, se vieran privadas, nicamente porque el Estado as  loú í  

dice, de buscar una reparaci n al da o moral, psicol gico, f sico, sufrido en manos de losó ñ ó í  

agentes del Estado, lo que devendr a en una desigualdad ante la Ley. í

Und cimoé : Que, como se viene se alando, conforme a las probanzas analizadas estañ  

sentenciadora ha alcanzado la convicci n de que el demandante fue v ctima de prisi nó í ó  

pol tica y tortura en el contexto de la dictadura c vico-militar que gobern  Chile duranteí í ó  

el periodo de 1973-1990 y que se caracteriz  por cometer cr menes de lesa humanidadó í  

contra opositores a su gobierno. 

Duod cimo:  é Que,  conforme  a  lo  establecido  precedentemente,  resulta  clara  la 

responsabilidad civil del Estado emanada de los hechos descritos y de la intervenci n deó  

sus agentes, considerando en particular lo dispuesto en el inciso primero del art culo 6í º 

de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, en cuanto los rganos del Estado debenó í ú ó  

someter su acci n a la Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizaró ó  

el orden institucional de la Rep blica, disponiendo el inciso final de la norma citada queú  

la infracci n de la misma generar  las responsabilidades y sanciones que determine laó á  

ley; y, adem s, lo dispuesto en el art culo 4 de la Ley N  18.575 Org nica Constitucionalá í º á  

de Bases Generales de la Administraci n del Estado, que se ala que ó ñ “El Estado será 

responsable por los da os que causen los rganos de la administraci n en el ejercicio deñ ó ó  

sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario  

que los hubiere ocasionado , responsabilidad que, en todo caso, no ha sido impugnada”  

por el demandado, y que se refleja, adem s, en los beneficios otorgados por la Ley Ná ° 

20.874 a las v ctimas de prisi n pol tica y tortura, reconocidas por el Estado de Chile. í ó í

D cimo Tercero:  é Que, los vej menes de los que fue v ctima el demandante de autosá í  

han  sido  calificados  como  delitos  de  lesa  humanidad,  siendo,  a  su  vez,  expresas 

violaciones a los derechos humanos, seg n lo prevenido en la Convenci n Americanaú ó  

sobre Derechos Humanos, denominada Pacto de San Jos  de Costa Rica, suscrita poré  

Chile en el a o 1990, en virtud de la cual los Estados Americanos signatarios reconocen,ñ  

entre otras garant as fundamentales, que toda persona tiene derecho a que se respete suí  

vida,  sin que nadie  pueda ser  privado de ella arbitrariamente (art culo 4);  que todaí  

persona tiene derecho a que se respete su integridad f sica, ps quica y moral, sin queí í  

nadie deba ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

(art culo 5); que toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales, siní  

poder  ser  privado  de  aquella,  salvo  por  las  causas  y  en  las  condiciones  fijadas  de 
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antemano por las constituciones pol ticas de los estados parte o por las leyes dictadasí  

conforme  a  ellas,  ni  tampoco  ser  objeto  de  detenci n  o  encarcelamiento  arbitrariosó  

(art culo 7); que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe serí  

protegida por la sociedad y el  Estado (art culo 17);  que existe una correlaci n entreí ó  

deberes  y  derechos,  por  lo  que  toda  persona  tiene  deberes  para  con  la  familia,  la 

comunidad y la humanidad, estando limitados los derechos de cada persona por los 

derechos de los dem s, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del biená  

com n, en una sociedad democr tica (art culo 32); que se le reconoce competencia a laú á í  

Corte  Interamericana  de  Derechos  Humanos  para  que  cuando  decida  que  hubo 

violaci n de un derecho o libertad protegidos por la Convenci n, disponga, si ello fuereó ó  

procedente,  que  se  reparen  las  consecuencias  de  la  medida  o  situaci n  que  haó  

configurado la vulneraci n de esos derechos y el pago de una justa indemnizaci n a laó ó  

parte lesionada (art culo 63);  que la parte del fallo que disponga una indemnizaci ní ó  

compensatoria  se  podr  ejecutar  en  el  respectivo  pa s  por  el  procedimiento  internoá í  

vigente para la ejecuci n de sentencias contra el Estado (art culo 68 N  2).ó í °

Asimismo, conviene consignar que de acuerdo al Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Pol ticos de la Organizaci n de Naciones Unidas, vigente en Chile desde el a o 1989,í ó ñ  

los Estados acuerdan que no podr  admitirse restricci n o menoscabo de ninguno de losá ó  

derechos  humanos  fundamentales  reconocidos  o  vigentes  en  virtud  de  leyes, 

convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto que el Pacto no les reconoce o los 

reconoce  en  menor  grado  (art culo  5  N  2);  teniendo  toda  persona  que  haya  sidoí °  

ilegalmente detenida o presa, el derecho efectivo a obtener reparaci n (art culo 9 N  5).ó í °

D cimo  Cuarto:  é Que, en el  marco del reconocimiento de la violaci n de derechosó  

humanos en nuestro pa s por parte de agentes del Estado durante la dictadura militar, seí  

dict  en  el  a o  1992  la  Ley  N  19.123,  mediante  la  cual  se  cre  la  Corporaci nó ñ ° ó ó  

Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, a la cual, entre sus diversos objetivos, se leó ó  

encomend  especialmente promover la reparaci n del da o moral de las v ctimas deó ó ñ í  

violaciones a los derechos humanos o de violencia pol tica.í

A  su  vez,  la  Ley  N  19.992  estableci  una  pensi n  anual  de° ó ó

reparaci n  en beneficio  de  las  v ctimas  directamente  afectadas  por  violaciones  a  losó í  

derechos  humanos  individualizadas  en  el  anexo  "Listado  de  prisioneros  pol ticos  yí  

torturados", de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que forma parte deló í  

Informe  de  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura.  Dicha  pensi nó ó í ó  

asciende a una suma que alcanza entre $1.353.798 y $1.549.422, seg n la edad delú  

beneficiario, y se reajusta conforme a lo dispuesto en el art culo 14 del Decreto Ley Ní ° 

2.448, de 1979 o en las normas legales que reemplacen la referida disposici n. Junto a laó  

asignaci n aludida, la ley que se viene rese ando tambi n otorga a sus beneficiarios, enó ñ é  

car cter de gratuitas, las prestaciones m dicas y educacionales que detalla. á é
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De igual manera, la Ley N  20.874 concedi  un aporte nico, en car cter de reparaci n° ó ú á ó  

parcial  de  $1.000.000,  a  los  titulares  individualizados  en  la  N mina  de  Personasó  

Reconocidas como V ctimas del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol ticaí ó ó í  

y Tortura, bajo las condiciones que se ala, y que ser  imputable al monto que, en suñ á  

caso, se otorgue por concepto de reparaci n pecuniaria a cada v ctima de prisi n pol ticaó í ó í  

y tortura.

Que como ya se ha dejado asentado y lo confirma el oficio de fecha 21 de enero de 

2022, remitido por el Instituto de Previsi n Social, que da cuenta que el demandante noó  

ha accedido a ning n beneficio de las leyes reparatorias. ú

D cimo  Quinto:  é Que,  en  segundo  lugar,  el  demandado  opuso  la  excepci n  deó  

prescripci n extintiva, fundada en que la acci n indemnizatoria incoada en autos no fueó ó  

interpuesta y notificada, una vez recuperada la democracia, en el plazo de cuatro o cinco 

a os que disponen, respectivamente, los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil.ñ í ó

Sobre lo anterior cabe tener presente lo dispuesto en el art culo 5 de la Constituci ní ó  

Pol tica de la Rep blica, que prescribe que el ejercicio de la soberan a reconoce comoí ú í  

limitaci n el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana,ó  

siendo deber de los rganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizadosó  

por esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados por Chile yó í  

que se encuentren vigentes.

D cimo  Sexto:  é Que, la disposici n constitucional citada precedentemente permite laó  

incorporaci n al derecho nacional de las obligaciones contempladas en los instrumentosó  

internacionales  que  recogen  principios  generales  del  derecho  humanitario,  entre  las 

cuales  se  cuenta  la  obligaci n  de  indemnizar  ntegramente  los  da os  cometidos  poró í ñ  

violaciones de los derechos humanos, la que adquiere rango constitucional.

D cimo S ptimo:  é é Que, la prescripci n extintiva de la acci n deducida no puede poró ó  

tanto decidirse sobre la base de las disposiciones del C digo Civil, las que son aplicablesó  

a delitos civiles comunes, representando un estatuto jur dico insuficiente para la entidadí  

del hecho il cito en cuesti n, cual es, la comisi n de cr menes de lesa humanidad y laí ó ó í  

consecuente necesidad de reparaci n,  quedando la acci n indemnizatoria en tal  casoó ó  

bajo las normas que emanan del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del 

ius cogens o reglas imperativas de derecho internacional.

D cimo  Octavo:é  Que,  en  consecuencia,  no  existe  norma  internacional,  como  tal, 

incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  que  establezca  la  imprescriptibilidadí  

gen rica de acciones orientadas a obtener el reconocimiento de la responsabilidad delé  

Estado por delitos de lesa humanidad. Sin perjuicio de ello, de los variados tratados 

internacionales  suscritos  por  Chile,  es  posible  concluir  que  cuando  se  trata  de  la 

vulneraci n por motivos pol ticos de los derechos fundamentales, anteriores y superioresó í  

stos al  Estado mismo y a la Constituci n, nuestro derecho interno, a la luz de losé ó  
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tratados  internacionales  en  esta  materia,  debe  darles  seguridad  y  eficaz  protecci n,ó  

reconociendo, declarando y potenciando el ejercicio de los derechos, debiendo el Estado 

cumplir  no  s lo  con  su  obligaci n  de  investigar  y  sancionar  los  delitos  contra  losó ó  

derechos humanos, sino que tambi n repararlos en su integridad.é

D cimo  Noveno:  é Que, de esta manera, la acci n resarcitoria de los delitos de lesaó  

humanidad es tan imprescriptible como lo es la investigaci n y sanci n de los mismos, deó ó  

modo que siendo uno de estos il citos el hecho generador del da o que se invoca, noí ñ  

resultan atingentes las normas del derecho interno previstas en el C digo Civil sobreó  

prescripci n  de  las  acciones  civiles  resarcitorias  comunes,  ya  que  existe  un  estatutoó  

normativo internacional que ha sido reconocido por nuestro pa s al efecto. í

Vig simoé : Que, la Excma. Corte Suprema, ya ha reconocido que no es posible sostener 

incluso que resulta  improcedente que la acci n  penal  derivada de un delito de lesaó  

humanidad es  imprescriptible  y  regida por  el  derecho internacional  de los  derechos 

humanos y la acci n derivada del  mismo delito,  se  rija  por el  estatuto del  derechoó  

privado, lo que consta en numerosas sentencias de los ltimos a os, como se destaca enú ñ  

la sentencia Rol N 11767-2017, que en su considerando Quinto, se ala que ° ñ reiterada“  

jurisprudencia de esta Corte precisa que, trat ndose de un delito de lesa humanidad ( ),á …  

cuya acci n penal persecutoria es imprescriptible, no resulta coherente entender que laó  

correlativa  acci n  civil  indemnizatoria  est  sujeta  a  las  normas  sobre  prescripci nó é ó  

contempladas  en  la  ley  civil  interna,  ya  que  ello  contrar a  la  voluntad  expresaí  

manifestada  por  la  normativa  internacional  sobre  derechos  humanos,  integrante  del  

ordenamiento jur dico nacional, en armon a con el inciso segundo del art culo 5  de laí í í °  

Carta Fundamental .”

Vig simo  Primeroé :  Que,  adem s,  el  propio  Estado  de  Chile  ha  reconocido  laá  

imprescriptibilidad  de  la  acci n  civil  derivada  de  un  delito  de  lesa  humanidad,  aó  

prop sito de la contestaci n de Estado de Chile a la CIDH en el CASO RDENESó ó Ó  

GUERRA Y OTROS VS. CHILE, adem s de reconocer responsabilidad internacional,á  

se ala que ñ “el Poder Judicial chileno, ha incorporado est ndares de derechos humanosá  

en las sentencias sobre causas de la dictadura, lo que ha influido jurisprudencialmente en  

temas como la imprescriptibilidad de los cr menes de lesa humanidad, avanzando haciaí  

un  pleno  cumplimiento  del  derecho  a  la  verdad  y  justicia  y  que  en  materia  civil  

indemnizatoria, la Corte Suprema ha oscilado desde la aplicaci n de normas del derechoó  

civil a la aplicaci n de los art. 1.1 y 6.3 de la CIDH, sosteniendo con ello que el Estadoó  

tiene la obligaci n de reparar a v ctimas de violaciones graves y masivas a los derechosó í  

humanos  sin  excusarse  en  su  legislaci n,  pues  compromete  su  responsabilidadó  

internacional .”

As  las cosas, la excepci n de prescripci n extintiva opuesta por el demandado habr  deí ó ó á  

ser desestimada.
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Vig simo Segundo: é Que, en cuanto a la procedencia de la indemnizaci n de perjuiciosó  

por da o moral, entendido este como un detrimento que se causa por la vulneraci n añ ó  

los sentimientos ntimos de una persona, como tambi n el que surge producto del dolorí é  

f sico o ps quico infligido antijur dicamente a un individuo, habr  de decirse que,í í í á  en la 

especie y como ya se ha dicho, se ha acreditado suficientemente que el demandante fue 

v ctima de privaci n de libertad y torturas a manos de agentes del Estado, luego delí ó  

quiebre institucional acaecido en Chile en septiembre de 1973, lo que es bastante para 

haber generado en aquel secuelas como las descritas, considerando adem s, el Informeá  

Psicol gico, ratificado por la declaraci n de la psic loga informante. Suponiendo todoó ó ó  

esto una inconmensurable aflicci n tanto espiritual  como f sica experimentada por eló í  

actor, dif cilmente superable por el mero transcurso del tiempo, y que es consecuencial aí  

un sistem tico actuar despiadado llevado a cabo por agentes del Estado.á

Vig simo  Tercero:  é Que, el  hito generador de los perjuicios cuya indemnizaci n seó  

persigue es inherente a todo cuanto fluye de los hechos dados por acreditados y no 

discutidos por  el  demandando,  siendo el  da o alegado igualmente inseparable  de lañ  

naturaleza de los hechos, en cuanto resulta evidente que ste se produjo al verse el actoré  

privado arbitrariamente de su libertad personal y luego sometido a diversas modalidades 

de tortura. De esta manera, los hechos en que incurrieron agentes del Estado de Chile 

produjeron el evidente da o moral padecido por el demandante, encontr ndose aquel, enñ á  

definitiva, obligado a indemnizarlo.

Vig simo Cuarto:  é Que, en relaci n con el quantum indemnizatorio, teniendo presenteó  

que por una parte el demandante no ha sido beneficiado con las leyes reparatorias, la 

suma que con motivo de esta sentencia se conceder  al demandante a t tulo de da oá í ñ  

moral se fijar  en la suma de $90.000.000.á

Vig simo  Quinto:é  Que, en materia de reajustes, como no habr  de concederse unaá  

indemnizaci n  por  da o  emergente  o  lucro  cesante,  ni  tampoco  por  el  total  de  loó ñ  

pretendido a t tulo de reparaci n de da o moral, ninguna importancia o utilidad revistení ó ñ  

estos accesorios para la actualizaci n del valor adquisitivo de la moneda, toda vez queó  

ste va considerado en el monto que es actualmente fijado para avaluar la indemnizaci né ó  

prudencialmente determinada.

Vig simo Sexto:é  Que, en lo que concierne a los intereses reclamados, es preciso se alarñ  

que  si  bien  es  efectivo  que  la  cuant a  de  la  obligaci n  indemnizatoria  se  fijaí ó  

prudencialmente  en  la  sentencia  definitiva  cuando  su  objeto  es  resarcir  el  da oñ  

extrapatrimonial, es, tambi n, cierto que la decisi n contenida en la misma sentencia seé ó  

propone dirimir el conflicto en forma definitiva e impone una condena pura y simple a 

pagar esta suma de dinero con fines reparatorios, sin perjuicio de que existan recursos 

posibles en su contra. As , entonces, la obligaci n adquiere un objeto determinado por elí ó  

fallo de la instancia y, por tanto, se hace susceptible de un cumplimiento espont neo porá  
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el deudor a contar del instante en que la sentencia surte sus efectos, es decir, desde su 

notificaci n legal y, por tanto, es, a contar de ese momento, que debe considerarse laó  

mora del deudor para los efectos de devengar el capital adeudado los intereses legales. 

Por lo dem s, una interpretaci n en contrario conduce al absurdo de que, en el tiempoá ó  

intermedio entre la notificaci n de la sentencia definitiva y su adquisici n de un car cteró ó á  

firme, el capital asentado en el fallo permanecer  invariable, sin reajustes ni intereses,á  

vulner ndose el indiscutido principio del valorismo en las obligaciones dinerarias, y el deá  

la reparaci n integral del da o, toda vez que los perjuicios ocasionados, adem s, con eló ñ á  

retardo en el pago de una suma de dinero (que es lo que previene el art culo 1559 delí  

C digo Civil) quedar n sin resarcir. ó á

Por  estos  motivos,  se  acceder  a  la  condena  al  pago  de  intereses  corrientes  paraá  

operaciones en moneda nacional no reajustables a contar de la poca de la notificaci né ó  

de esta sentencia y hasta su pago efectivo o soluci n.                       ó

Vig simo  S ptimo:  é é Que,  no  siendo  completamente  vencido  el  demandado,  no  se 

acceder  a la condena en costas de este.á

POR ESTAS CONSIDERACIONES, y visto adem s lo dispuesto en los art culos 5, 6, 7á í  

y 38 inciso segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica; art culos 4, 5, 7, 17, 32,ó í ú í  

63 y 68 N  2 de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos; art culos 5 N  2 y° ó í °  

9 N  5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos de las Naciones Unidas;° í  

art culo 4 de la Ley Org nica Constitucional N  18.575; art culos 1 y 2 de la Ley Ní á ° í ° 

19.123; art culos 1 y 2 de la Ley N  19.992; art culo 1 de la Ley N  20.874; art culosí ° í ° í  

1437, 1698 y siguientes, 2284, 2314, 2332, 2514 y 2515 del C digo Civil; y art culosó í  

144, 160, 170, 254, 341, 342 N  3, 346 N  1, 356, 384 N  2, 399, 402, 426, 748 y 751° ° °  

del C digo de Procedimiento Civil; ó SE DECLARA:

I. Que, se rechaza la excepci n de prescripci n extintivaó ó  opuesta por el demandado 

en su escrito de contestaci n.ó

II. Que, se acoge parcialmente la demanda de indemnizaci n de perjuicios deducidaó  

en autos, s lo en cuanto se condena al demandado FISCO DE CHILE al pagoó  

de $90.000.000 en favor del demandante don RUB N ELEAZAR NAVARROÉ  

VILLANUEVA, por concepto de da o moral.ñ

III. Que,  la  suma  decretada  precedentemente  deber  ser  pagada  á con  intereses 

corrientes  para  operaciones  no  reajustables  en  moneda  nacional  calculados  a 

contar de la poca de notificaci n de la presente sentencia a la parte demandadaé ó  

y hasta la poca de pago efectivo.é

IV. Que, cada parte pagar  sus costas.á

Rol C-8430-2021

REG STRESE, NOTIF QUESE Y CONS LTESE SI NO SE APELAREÍ Í Ú
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DICTADA  POR  DO A  MAR A  SOF A  GUTI RREZ  BERMEDO,  JUEZAÑ Í Í É  

TITULAR.//

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de Febrero de dos mil veintitr sé
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